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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TUTELA NÚMERO  10023-2024 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., marzo cuatro (04) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora HEYDA GONZALEZ BELTRAN, 

identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 20.572.518, contra la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACINAL, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA y FIDUPREVISORA S.A, 

por vulneración al derecho fundamental de petición.   

 

ANTECEDENTES 

 

La señora HEYDA GONZALEZ BELTRAN, identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 

20.572.518, presenta acción de tutela contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 

SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA y FIDUPREVISORA S.A, para que se 

pronuncien respecto al derecho de petición de fecha 31 de julio de 2023, bajo el radicado 

CUNDI20231211JT19404. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 23 de la Constitución Política de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, mediante 

auto de febrero veintiuno (21) de dos mil veinticuatro (2024) dispuso dar trámite a la presente acción 

de tutela y notificar a las entidades accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su 

derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA, en alguno de los apartes de 

la respuesta relacionó lo siguiente: 

 

“En cuanto a los hechos, que es cierto que la docente radicó solicitud de reconocimiento de pensión a 
través del aplicativo Humano en Línea.” 
 
“Que se procedió a realizar la validación de la documentación aportada por la señora GONZÁLEZ 
BELTRAN, en ese sentido, se remitió el expediente a la FIDUPREVISORA y en este momento se 
encuentra en estado: Validación FOMAG:” 
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“Que el Decreto 1272 de 2018 que modifica el Decreto 1075 de 2015 en temas de educación determina 
que “Todos los actos administrativos que sean expedidos por la entidad territorial certificada en 
educación, a través de los cuales se reconozcan prestaciones económicas a los afiliados al Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, deberán contar con la aprobación previa por parte de la sociedad 
fiduciaria, so pena de incurrir en las responsabilidades de carácter disciplinario, fiscal y penal 
correspondientes”.” 
 
“De acuerdo con lo anterior, no es posible para esta Secretaría, emitir acto administrativo sin el 
cumplimiento de los requisitos procesales so pena de incurrir en las consecuencias jurídicas antes 
descritas.” 
 
“Que el debido proceso administrativo es un deber que también obliga a las entidades administrativas 
en el ejercicio de sus funciones. En ese sentido, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda, Subsección B en Sentencia 2014-02189 de 2019 establece:” 
 

“El debido proceso administrativo impone a las entidades del Estado adelantar cualquier 
actuación o procedimiento administrativo, cuyo propósito sea crear, modificar o extinguir 
situaciones jurídicas, con la estricta observancia de los lineamientos previamente 
consagrados por el legislador, esto con el objeto de garantizar a los ciudadanos que puedan 
verse afectados por el ejercicio de la función pública, la protección de sus derechos de 
contradicción y defensa.” 
 

 

La accionada FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -

FIDUPREVISORA S.A, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 

“SOBRE EL DERECHO DE PETICIÓN” 
 
“Se debe hacer claridad que el documento al que hace referencia el accionante es una solicitud 
de prestación económica radicada en la secretaria de Educación departamental, lo que 
corresponde a un trámite administrativo, con términos diferentes a lo reglado en la ley 
Estatutaria del Derecho de petición y por tanto para el caso en específico se debe aplicar los 
términos establecidos en el decreto 1272 de 2018.” 
 
“Frente a las peticiones del accionante es imperativo resaltar a su despacho que Fiduprevisora S.A. 
actúa únicamente en calidad de vocera y administradora del Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio; por tanto esta entidad es la encargada de realizar los estudios de prestaciones sociales, 
económicas y asistenciales que requieran los docentes adscritos al magisterio, por esta razón, tal 
solicitud queda resuelta con la expedición del Acto Administrativo por parte de la Secretaria de 
Educación.” 
 
“CASO CONCRETO – ACTUACIONES ADELANTADAS POR PARTE DE LA FIDUPREVISORA” 

 
“De conformidad con el procedimiento explicado en precedencia, se procedió con la verificación de los 
aplicativos institucionales y se encontró que el accionante cuenta con una prestación económica 
pendiente de estudio la cual se encuentra en al área de sustanciación y estudio para que 
posteriormente la secretaría de educación en virtud de sus atribuciones legales y constitucionales 
proceda a emitir el acto administrativo correspondiente tal y como lo pone de presente el accionante.” 

 
 

“Aunado a lo anterior me permito a poner en conocimiento, que conforme al Decreto 1272 de 2018 
contempló el uso de un aplicativo tecnológico para el recibo, envió y trámite de todas las prestaciones 
sociales de los docentes del magisterio, este es denominado HUMANO.” 
 

“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.1. Radicación de las solicitudes de reconocimiento de 
prestaciones económicas. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas 
a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser presentadas, 
ante la última entidad territorial certificada en educación que haya ejercido como autoridad 
nominadora del afiliado, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio.” 
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“La sociedad fiduciaria implementará un sistema de radicación único, que registre las 
solicitudes de estudio de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de forma simultánea en la 
respectiva entidad territorial certificada en educación y en dicha sociedad.” 
 
“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.4. Término para resolver las solicitudes de reconocimiento 
pensional que amparan el riesgo de vejez. Las solicitudes correspondientes a 
reconocimientos pensionales que cubran el riesgo de vejez o las indemniza-ciones sustitutivas 
y las demás solicitudes que se deriven de ajustes o reliquidaciones de estas prestaciones a 
cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser resueltas 
dentro de los 4 meses siguientes a la fecha de la radicación completa de la solicitud por 
parte del peticionario.” 

 
“Por consiguiente, recae la responsabilidad sobre la Secretaría de Educación conforme a sus 
atribuciones legales, pues es a esta entidad a quien corresponde expedir el acto administrativo 
definitivo y así mismo proceder con su notificación.” 
 
“Con base en lo expuesto en el presente escrito, es preciso concluir que FIDUPREVISORA S.A., en 
calidad de vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio –
FOMAG no ha incurrido en conductas concretas, activas u omisivas que afecten los derechos 
fundamentales invocados por la parte actora.” 
 
“Finalmente es válido aclarar que en el caso en particular la funcionaria encargada de realizar el 
proceso de estudio de las prestaciones económicas, conforme a lo instruido por el fideicomitente, es la 
Doctora. MAGDA LORENA GIRALDO PARRA, en calidad de Directora de Prestaciones Económicas 
del FOMAG, (Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio).” 

 

La accionada LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en alguno de los apartes 

de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“El Ministerio de Educación Nacional no es competente para atender solicitudes de reconocimiento y 
pago de prestaciones a cargo de las Secretarias de Educación y del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio – FOMAG – Fiduprevisora .S.A” 
 
“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, por virtud de la ley es 
administradora bajo la figura de patrimonio autónomo por FIDUPREVISORIA S.A, fiduciaria que ejerce 
la vocería y representación judicial y extrajudicial de FOMAG.” 
 
“La Ley 91 de 1989, creo el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y en su artículo 
3 determino que su naturaleza jurídica es la de “(...) una cuenta especial de la Nación, con 
independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán 
manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más 90% 
del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contra de fiducia 
mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley 
y dirija la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual 
será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La 
celebración del contrato podrán ser delegada en el Ministerio de Educación Nacional…”(Manual 
Operativo de Prestaciones Económicas Secretarias de Educación Certificadas – Actualización de 
Legislación aplicable a las Prestaciones Económicas y ajustes de responsables de acuerdo a la nueva 
estructuración del FOMAG – 20 de enero de 2021)(…)”” 
 
“Por su parte, el Articulo 4 de la Ley 91 de 1989 determina que el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, atenderá las prestaciones sociales de los docentes nacionales y 
nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de promulgación de dicha Ley y de los que se 
vinculen con posterioridad de ella.” 
 
“Ahora bien, FIDUPREVISORA S.A, es una sociedad de economía mixta de carácter indirecto y del 
orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y comercial del estado, vinculada al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia y 
con el control fiscal reglamentado por a Contraloría General de la Republica.” 
 
“Por otro parte el artículo 5 de la Ley 91 de 1989, dispuso que el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, tiene entre sus objetivos, efectuar el pago de las prestaciones sociales del 
personal afiliado, garantizar la prestación de los servicios médicos asistenciales, que contratara con 
entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo e Igualmente, celar 
opera que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que corresponden y se transfiera los 
descuentos de los docentes.” 
 
“Por lo anterior, el MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL no es, ni representa al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG-,así como tampoco tiene injerencia en las 
prestaciones sociales responsabilidad de dicho Patrimonio Autónomo, razón clara por la que cualquier 
DEMORA o IRREGULARIDAD en el tramite no le es imputable…” 
 
“…V. El derecho de petición no fue radicado en el Ministerio de Educación” 
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“El derecho de petición es una garantía constitucional establecida en el artículo 23 y es la facultad que 
tiene toda persona en el territorio nacional de presentar solicitudes escritas o verbales respetuosas, 
ante las autoridades públicas o particulares, esperando una respuesta congruente a lo pedido” 
 
“Tal aparece probado en el expediente la petición no ha sido radicada en esta entidad, por lo que no 
es dable que este despacho vincule al Ministerio Educación Nacional en tanto y en cuanto es totalmente 
ajeno a los supuestos que dieron origen al trámite tutelar y, aunque fuera radicado ante esta cartera 
Ministerial, NO ES EL COMPETENTE PARA DA RESPUESTA A LA SOLICITUD INCOADA POR 
LA PARTE ACCIONANTE, toda que como se detalla al inicio de esta contestación, el Ministerio 
de Educación NO es el encargado de atender solicitudes de reconocimiento y pago de 
prestaciones a cargo de la Secretaria de Educación y el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio – FOMAG – Fidurpevisora S.A.” 

 

PROBLEMA JURIDICO  

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si las accionadas NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACINAL, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA y FIDUPREVISORA 

S.A, vulneran el derecho fundamental constitucional de petición de la señora HEYDA GONZALEZ 

BELTRAN al no pronunciarse respecto al derecho de petición de fecha 31 de julio de 2023, bajo el 

radicado CUNDI20231211JT19404. 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 

86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, que todo 

ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o interpuesta persona 

reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad pública o 

particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de tutela se 

encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o 

amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un 

particular y que no exista otro medio de defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los Derechos fundamentales 

y su finalidad es la protección de los mismos frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos 

o de particulares que tiendan a menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter subsidiario. Esto significa 

que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una específica institución procedimental para lograr 

el amparo del derecho sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás procedimientos 

que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, penúltimo inciso, 

desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es condición negativa de 

procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado disponga de otro medio de defensa judicial. 

Esta condición clara y precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener respuesta a la solicitud 

enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 
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El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene derecho   a  

presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por motivos    de    interés    general    

o   particular   y   a   obtener   pronta resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una petición respetuosa 

de un ciudadano por motivos de interés particular, como ocurre en el presente caso, está obligada a 

pronunciarse de fondo, no sólo en forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del 

ciudadano, en lo que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en el art. 14 del Código 

Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue declarado INEXEQUIBLE por la 

HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, 

donde se establece que debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la 

fecha de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de días, éstos son  

hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las anteriores 

consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes 

de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios desarrollados 
por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se fundó, en buena 
medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan 
otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta no resuelve 
o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con Estos requisitos se incurren en una 
vulneración del derecho constitucional Fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 
autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley 
así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 
cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se 
dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un 
medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de 
manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como 
autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo 
reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al 
artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no 
ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad 
de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos 
y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el 
grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional 
ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del 
término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

  
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de 

responder; 
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k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su Respuesta al 
interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 

Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia, en ese 

sentido se procedió a revisar la respuesta emitida por la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE 

CUNDINAMARCA, en la cual manifiesta que el expediente de la accionante fue remitido a la entidad 

FIDUPREVISORA S.A para la respectiva validación de la solicitud y anexa pantallazo del sistema 

Humano en línea, en el cual se evidencia que efectivamente el proceso fue remitido y se encuentra 

en estado de prestación “En Validación Liquidación FOMAG” en “TERMINOS”.  

 

Situación que se valida con la respuesta allegada por  el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO -FIDUPREVISORA S.A, en la que manifiesta que “el accionante 

cuenta con una prestación económica pendiente de estudio la cual se encuentra en al área de 

sustanciación y estudio para que posteriormente la secretaría de educación en virtud de sus 

atribuciones legales y constitucionales proceda a emitir el acto administrativo correspondiente”, y 

anexa pantallazo en el que muestra la última actuación del proceso registrada en fecha 07 de febrero 

de 2024.  

 

De conformidad con lo expuesto, se debe tener en cuenta que de acuerdo con el Decreto 1272 de 

2018 se implementa el uso de aplicativos tecnológicos para el recibo, envió y tramites de todas las 

actuaciones relacionadas con las prestaciones sociales de los docentes del magisterio, el cual indica 

que para resolver solicitudes de reconocimiento, las entidades cuentan con un término establecido 

en el artículo 2.4.4.2.3.2.4: 

 

“solicitudes que se deriven de ajustes o reliquidaciones de estas prestaciones a cargo del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser resueltas dentro de los 4 meses 

siguientes a la fecha de la radicación” 

 

En razón a esto y en que el ultimo tramite radicado en el sistema de Humanos en Línea es de fecha 

07 de febrero de 2024, se entiende que le mismo se encuentra en término para resolver las 

solicitudes realizadas, sin más consideraciones, es del caso dar por superado IMPROCEDENTE por 

falta de vencimiento de términos.  

D E C I S I O N 

 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C, Administrando Justicia en nombre de la República De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR por IMPROCEDENTE la acción invocada por la señora HEYDA GONZALEZ 

BELTRAN, identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 20.572.518, contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACINAL, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA y FIDUPREVISORA 

S.A, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la H. Corte   

Constitucional   para su eventual revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

LA JUEZ,                  

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 
mtrv JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 034 de 05 de marzo de 2024 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 


